Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 11 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por los señores Senadores Gallinal, 
Heber, Lacalle Herrera, Larrañaga y Penadés, sobre el resarcimiento a los familiares de las víctimas 
caídas en defensa de las instituciones democráticas. Se adjunta antecedente —unido a la carpeta— de 
una iniciativa del Poder Ejecutivo. Carpeta N* 641/11 — Distribuido 1032/11. 


Proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por el señor Senador Da Rosa, por el 
que se interpreta el artículo 114 de la Constitución de la República, relativo al instituto del desafuero. 
Carpeta N* 655/11. 


Proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por señores Senadores integrantes 
de la Bancada del Frente Amplio, relacionado con la pretensión punitiva del Estado. Se declara que los 
delitos a que refieren los artículos 1% y 2% son crímenes contra la humanidad y se reestablece la 
pretensión punitiva del Estado para determinados delitos. Carp. N* 691/11. 


Nota de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles, de 13 de setiembre de 
2011, solicitando audiencia con motivo del vencimiento del plazo de vigencia de la garantía del Estado 
al régimen de libre contratación en los arrendamientos. 


Nota de la Comisión Especial con fines legislativos —vinculada al Lavado de Activo y Crimen 
Organizado— de la Cámara de Representantes, de 23 de setiembre de 2011, por la que envía 
antecedentes relacionados con el proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal. Se 
encuentra a estudio en el Orden del Día. 


Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores, de 4 de octubre de 2011, remitiendo 
nota de la Junta Departamental de Cerro Largo, en la que se adjunta copia de la versión taquigráfica de 
las palabras pronunciadas por el Edil Gustavo Spera, relacionadas con la Ley de Caducidad. 


Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores, de 4 de octubre de 2011, remitiendo 
nota de la Cámara de Representantes en la que se adjunta copia de la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por el señor Representante Nacional Roque Arregui, referidas al nuevo sistema 
penitenciario de la República Dominicana. 


Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores, de 12 de octubre de 2011, remitiendo 
nota de la Junta Departamental de Durazno, en la que se adjunta copia de la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por el Edil Gonzalo Spinola, relacionadas con la unificación de patentes de 
rodados.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a ingresar al primer punto del Orden del Día, referido al proyecto de 
ley de reforma del Código de Proceso Penal. Solicitamos que se incluyera especialmente como primer 
punto del Orden del Día para ver, con los integrantes de la Comisión, si podemos hacer el esfuerzo de 
lograr su media sanción en este período. 


En principio —y esto es una opinión personal— me gustaría que los integrantes de la Comisión 
analizaran el proyecto de ley. Salvo que alguien advirtiera la existencia de algún error manifiesto o de 
algún artículo inaceptable, soy partidario de aprobarlo, recogiendo la iniciativa de la Comisión que se 
creó al efecto. 


Me parece que ese sería un paso muy importante, si estuviéramos de acuerdo en el contenido 
del mismo. De ser así, creo que correspondería hacer una primera convocatoria a la Suprema Corte de 
Justicia para conversar con ellos acerca del contenido y también de la forma. A partir de la opinión que 
recibamos, veremos cuáles son los siguientes pasos a dar, es decir, si efectivamente estamos en 
condiciones de aprobarlo y cuáles serían los términos de la vigencia. 


Esa es la intención de introducir el proyecto de ley en el Orden del Día, obviamente, no 
esperando un pronunciamiento en el día de hoy, pero sí con el propósito de hacer un intercambio de 
ideas y saber si los integrantes de la Comisión creen que se puede avanzar en ese sentido antes del 
15 de diciembre. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En lo personal, estoy de acuerdo con usted, señor Presidente. Creo que esto ya 
lo habíamos manifestado anteriormente. 


El nuevo Código del Proceso Penal es el resultado del esfuerzo de múltiples reuniones de 
todos los actores en la materia. Me parece que si nos ponemos a enmendar las disposiciones que han 
surgido de ese esfuerzo, cometeríamos un grave error. 


La única duda que me asaltaba, en virtud de que falté más de un mes por razones que creo 
casi todos conocen, era saber si ya habían venido los representantes de la Suprema Corte de Justicia. 
Me parece que es de orden que la invitemos para que nos den su punto de vista acerca del contenido y 
la implementación, como usted lo plantea. 


SEÑOR MICHELINI.- Salvo alguna observación menor sobre el proyecto de ley, nosotros no 
planteamos objeciones. 


El problema que tenemos es que el proyecto de ley no está aislado sino que es un conjunto. 
Quiere decir, por ejemplo, que no podríamos votarlo sin la transición, lo que implica recursos. 


Por lo tanto, tenemos el proyecto de ley, pero hay que agregarle lo relativo a la transición, 
aspecto que, en mi opinión, no es algo complejo. En este sentido, cuando concurrieron los 
representantes de la Suprema Corte de Justicia a esta Comisión la última vez, plantearon este tema en 
términos muy accesibles. Por eso, no creo que esa transición tan cauta que planteó la Suprema Corte 
de Justicia —salvo que los aspectos de la crisis internacional generen una preocupación adicional- no 
pueda llevarse adelante. 


Pero considero que debería estar en la ley, porque si una persona comete un delito en 
determinado departamento en el que rige un Código del Proceso Penal, pero en otro departamento rige 
otro, eso traería complicaciones. Por esa razón, hay que establecer la transición por ley. 


Hemos hablado de lo relativo al Código del Proceso Penal y de la transición; pero hay otro 
aspecto que es el de los Fiscales. Si no hay un código que los rija, esto también queda rengo. 


Los Fiscales van a tener —al igual que en todas las partes del mundo— una preeminencia muy 
fuerte. No estoy hablando —en Uruguay no se cuestiona eso— de la independencia técnica, de que el 
Estado, el Gobierno o el Ministerio respectivo interfieran en la independencia técnica de los Fiscales. 
Estoy diciendo que los Fiscales van a tener un rol de investigación que en muchos casos actualmente 
lo tienen los Jueces. 


Eso implica recursos, pero también Códigos, cómo se mueve un Fiscal frente a un caso, 
cuáles son las restricciones que tiene, lo relativo a la prensa. Implica aspectos que tendríamos que 
analizar, y nos parece que si a esto no se lo acompaña con un Código, es tal el poder que tienen los 
Fiscales —así sucede en cualquier otra parte del mundo donde se aplica esto desde hace muchos 
años— que si no se establecen los correspondientes equilibrios, vamos a tener problemas; sobre todo 
teniendo en cuenta que en Uruguay los Jueces tienen una tradición de cautela que no sé si la tienen 
los Fiscales. 


Pienso que aprobar este proyecto de ley sin la transición y sin un estatuto o código sobre los 
Fiscales, significaría dejarlo rengo. No quiere decir que lo aprobemos en el mismo momento, pero son 
decisiones que va a tener cada bancada. Porque una cosa es que determinada bancada diga que 
aprueba este Código, pero que no toca el tema de los Fiscales —que en algún caso puede necesitar 
mayoría especial- y otra cosa es que diga que va a aprobar el Código, pero nada más. 


Entonces, algunos pensaríamos si realmente nos ponemos a incorporar todo este cambio del 
Código del Proceso Penal sin los equilibrios correspondientes. Y en este tema relativo a los Fiscales 
hemos avanzado muy poco; con la sorpresa de que los propios Fiscales han transmitido que esto se 
necesita; ellos lo están pidiendo. Pero el Poder Ejecutivo no lo hizo y nosotros no lo hemos 
emprendido. 


Y también agrego a título estrictamente personal —para que el camión esté bien pesado— que 
el sentido de justicia, la justicia y su administración, a nuestro entender necesita un administrador 
eficaz por parte del Poder Ejecutivo. Insisto que estoy hablando de su administración, no de la causa 
en sí o de cuando se decreta un procesamiento nuestro; no estoy hablando de los casos de la 
Jurisprudencia, de lo que fallan los Jueces o de lo que investigan  —si se aprueba el Código— y acusan 
los Fiscales. Me refiero —al igual que en otras partes del mundo, teniendo en cuenta que vamos a 
modernizarnos— a un elemento sustancial de un Ministerio que se ocupe de lo relativo a la Justicia, 
considerando que tenemos Ministros de Educación y Cultura que saben muy poco del tema de la 
Justicia y del tema Fiscal. Y en esto también somos rengos. 


Creo que la Suprema Corte de Justicia tampoco es especialista en administrar recursos, 
porque llegan a esos lugares como Jueces y no como administradores. 


Quiero señalar que esta discusión la estamos teniendo en la Bancada del Frente Amplio; me 
refiero a si es este Código del Proceso Penal, si es el Código y la transición o si es el Código, la 
transición y el tema Fiscal. Independientemente de que vengan los representantes de la Suprema 
Corte de Justicia —que en estos aspectos podrá ilustrarnos también— todavía no hemos terminado de 
evaluar estas reflexiones en conjunto en la bancada. 


SEÑOR PASQUET.- El tema es bien complejo, por cierto. 


Coincido con el señor Senador Michelini en cuanto a que el nuevo Código del Proceso Penal 
—que está a estudio en esta Comisión— debe abordarse conjuntamente con el estudio de una nueva ley 
orgánica del Ministerio Público. Me parece que eso es indispensable, y tan convencido de eso estoy, 
que he presentado un proyecto de ley en esa materia. 


SEÑOR MICHELINI.- No tenía conocimiento del asunto; me parece algo importante. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece que es indispensable asegurar la independencia del Ministerio Público 
porque va a tener, por el nuevo Código, una gravitación en el funcionamiento de la Justicia Penal -que 
requiere un estatuto distinto al que hasta hoy rige— que garantice, de la manera más eficaz, la absoluta 
independencia de los Fiscales. 


El papel que hasta hoy tienen los Jueces que conducen la investigación y que decretan el 
procesamiento de las personas —lo que todos sabemos, que a los efectos del honor de los individuos, 
pesa de pronto mucho más que una sentencia definitiva que vendrá años después— lo tendrán los 
Fiscales. Precisamente, la solicitud del Fiscal de formalización de la investigación, va a tener el impacto 
mediático y colectivo que hoy tiene el auto de procesamiento y debemos tener la absoluta tranquilidad 
de que los Magistrados en quienes confiemos una tarea tan importante van a tener el estatuto jurídico 
adecuado para desempeñar bien esa tarea. 


Hace poco tiempo, a raíz de un caso determinado y notorio que provocó gran atención de los 
medios de comunicación, algunos dirigentes políticos criticaron la actuación del Fiscal, y cuando se les 
reprochó que estuvieran ejerciendo presión sobre los Fiscales, dijeron que estos no eran Jueces y que, 
por lo tanto, no había que tratarlos como si lo fueran. Pero si vamos a confiar a los Fiscales la tarea 
que desempeñan los Jueces, considero que debemos tratarlos de una manera similar a la forma en 
que hoy tratamos a los Jueces, sobre todo, rompiendo el vínculo jerárquico con el Poder Ejecutivo; esto 


me parece absolutamente indispensable. Si el Parlamento no estuviera dispuesto a consagrar ese 
nuevo estatuto, esa nueva ley orgánica del Ministerio Público y Fiscal puedo decir que, en lo que me es 
personal, sería contrario a la sanción del nuevo Código Procesal Penal. 


Reitero que esta es una posición personal, todavía no he consultado a mi bancada al 
respecto. Si vamos a poner la cuestión del procesamiento de las personas bajo la decisión de los 
Fiscales, entiendo que es indispensable que estos sean absolutamente independientes, de lo contrario, 
me parece mejor que esa función la sigan cumpliendo los Jueces, porque el otro esquema me 
preocupa muchísimo. Me parece que este tema es de previo y especial pronunciamiento. 


En cuanto al Ministerio de Justicia sobre el que también ha hablado el señor Senador 
Michelini, quiero decir que me parece que si lo planteamos como un Ministerio que se ocupe de los 
aspectos administrativos del Poder Judicial, seguramente vamos a un campo de enfrentamiento. Tal 
vez haya aspectos que un Ministerio de Justicia pueda tener bajo su órbita, como algunos de los que 
hoy se ocupa el Ministerio de Educación y Cultura, pero creo que interferir en lo que es el 
funcionamiento administrativo del Poder Judicial es algo distinto, que sería absolutamente negativo y 
que lesionaría la independencia del Poder Judicial, retrotrayéndonos a las épocas de la dictadura en 
las cuales el Ministerio de Justicia, al amparo del llamado Acto Institucional N* 8 era, efectivamente, un 
elemento que aniquilaba todo vestigio de independencia en los órganos jurisdiccionales, porque detrás 
de la administración de las cuestiones materiales está la administración de los ascensos, los traslados, 
las ventajas y beneficios de la carrera judicial y, naturalmente, eso incide en la autonomía que tengan o 
no los Jueces. 


O sea que si vamos a hablar en esos términos del Ministerio de Justicia, sabemos de 
antemano que vamos a estar en contra de una iniciativa que podría considerarse pero planteada sobre 
otros términos, ya que me parece que no nos podemos negar a considerar la posibilidad de que haya 
un Ministerio que se ocupe, por ejemplo, de un tema que creo que el país no trata bien hoy, como es el 
de la cooperación judicial internacional y de la puesta a punto de nuestra legislación en sintonía con 
otras más avanzadas. Pero una cosa es eso y otra es sustraer competencias administrativas de la 
Suprema Corte de Justicia, para lo cual se requeriría, además, de una reforma constitucional porque, 
hoy por hoy, la Constitución establece con toda claridad la independencia del Poder Judicial y el 
carácter de órgano jerarca de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros no queremos interferir en nada con el Poder Judicial ni con la Suprema 
Corte de Justicia, pero sabemos que a los Ministros de Educación y Cultura, en general, se los nombra 
basándose en aspectos relativos a la educación y la cultura y no a la Justicia por lo que, en ese 
sentido, esta última no es su especialización ni su versación. Entonces, ocurren cosas tales como, por 
ejemplo, que al Estado se le pleitea anualmente por más de US$ 400:000.000. En algunos casos gana 
y en otros pierde pero, por más que sea cada oficina o Ministerio el que esté pleiteando, no hay un 
seguimiento global en defensa del Estado. 


Con respecto a todo lo que pueden ser los inmuebles o la parte locativa a nivel del tema de la 
Fiscalías y demás, hay toda una cuestión que se supone que el Estado atiende pero que no lo hace y 
que creo que podría hacerse. No quiere decir que este último caso esté atado a este proyecto de ley, 
aunque no tengo dudas de que el tema vinculado a un estatuto de Fiscales está muy estrechamente 
relacionado con la iniciativa, al igual que la transición correspondiente. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el señor Senador Michelini hizo referencia, en su primera 
exposición —y creo que ahora también— a que los Jueces de la Suprema Corte de Justicia no están 
preparados o, digamos, especializados en cuestiones administrativas y de ahí extraigo la conclusión 

—que me parece natural— de que está pensando en un Ministerio de Justicia para hacer bien lo que 
según él los Ministros de la Suprema Corte de Justicia hacen mal. A este respecto es que digo que 
estaríamos interfiriendo directamente con el ejercicio de la función administrativa que, de acuerdo con 
la Constitución, le compete a la Suprema Corte de Justicia en lo que atañe al Poder Judicial. 


Si se está pensando en un Ministerio para otras cuestiones, ese es otro tema y creo que 
debemos considerarlo con la mente abierta porque, de lo contrario, si seguimos siendo prisioneros de 
los esquemas mentales de la dictadura y rechazamos algo porque se hizo en ese período, estaremos 
continuando, precisamente, los efectos de la dictadura. Debemos pensar libremente si las cosas son 
buenas o malas y no si las hizo o dejó de hacer la dictadura. 


Creo que el tema de un Ministerio de Justicia que no interfiera en absoluto, que no roce en lo 
más mínimo con las competencias de la Suprema Corte de Justicia y del Poder Judicial en general, se 
puede considerar como cualquier otro asunto. Sin embargo, un Ministerio de Justicia que se plantee 
para sustituir a la Suprema Corte de Justicia en sus funciones de administradora del Poder Judicial, 
implicaría una reforma constitucional y, sin duda, generaría una controversia política de fondo en la 
cual nuestra posición será contraria a la iniciativa. 


Me parece que al tema del Código del Proceso Penal lo podemos considerar 
independientemente de todo esto, por sus propios méritos e importancia. Pero coincido con el señor 
Senador Michelini en cuanto a que el tema del Ministerio Público debe considerarse conjuntamente con 
el del Código del Proceso Penal y, por supuesto, también deberemos considerar las normas de 
transición que, por las razones que él expuso y que comparto, son indispensables. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. En lo personal, he llegado a la misma conclusión porque ya en ocasión de la 
discusión del Presupuesto y de la Rendición de Cuentas tuvieron lugar algunos cuestionamientos por 
parte del Poder Ejecutivo, de la forma en que el Poder Judicial administra sus recursos. Además, ahora 
se agrega una opinión de las características que hemos escuchado, en un momento en el que, por otra 
parte y en lo que me es personal, más que en la creación de un Ministerio de Justicia, estaría 
pensando en independizar a las Fiscalías del Poder Ejecutivo, por lo que existirían menos razones aún 
para crear un Ministerio de Justicia. 


De todas maneras, la intención de la Presidencia al incorporar este punto en primer lugar del 
orden del día, era ver si se podía avanzar en este sentido, que creo que es la intención de todos. 
También creo que una forma de mover las estructuras es darle media sanción al proyecto de ley, y por 
supuesto que descuento que en esa media sanción estarán incorporados uno o más artículos que 
prevean la posibilidad de una vigencia diferente a la normal de las leyes, que todavía no sabemos cuál 
es. Me permito recordar a los señores Senadores que aquí se ha hablado muchas veces de que la ley 
entraría en vigencia por zona, por región, y de que la Suprema Corte habría opinado en ese sentido, 
pero ese organismo nunca opinó sobre ese tema, nunca lo hizo. Es posible que haya opinado, pero en 
otro lado, no aquí. He leído declaraciones de prensa de uno de los Ministros que así lo dijo, en su 
momento. A su vez, hace poco, cuando estuve en Cerro Largo, un periodista me comentó que un 
referente de la Suprema Corte de Justicia habría mencionado que ese departamento sería uno de los 
primeros donde se aplicaría el Código del Proceso Penal, a lo que contesté que no tenía idea. 


Entonces, si la Comisión está de acuerdo, mientras las bancadas terminan de analizar el 
proyecto y toman posición al respecto —para poder decir que llegamos a un acuerdo respecto a qué 
Código del Proceso Penal va a entrar en vigencia algún día—- convocaríamos para una próxima 
instancia a la Suprema Corte de Justicia, para que nos dé su opinión sobre el contenido y la vigencia. 
Luego de eso veremos cómo seguimos adelante. Probablemente se deberá llamar al Ministerio de 
Educación y Cultura o al de Economía y Finanzas —en fin, a la Cartera que el Gobierno diga que quiere 
venir— y se irá avanzando. De todas maneras, repito que aunque la financiación no esté totalmente 
definida, sí lo está el contenido; me refiero a un artículo por el que se facultaría a la Suprema Corte de 
Justicia o se establecería un mecanismo para su entrada en vigencia. Pienso que darle media sanción 
sería muy importante porque movilizaría todas las estructuras vinculadas a este tema. 


Si los integrantes de la Comisión lo autorizan, invitaríamos a la Suprema Corte de Justicia en 
la oportunidad más próxima y propicia. 


Pasamos a analizar la Carpeta N* 571/2011, proyecto de ley de Legítima Defensa, por el que 
se modifica el artículo 26 del Código Penal. Este es un tema que continúa a estudio porque todavía no 
tenemos novedades; incluso, quizá tengamos que hacer alguna convocatoria. 


El tercer punto del orden del día corresponde a la Carpeta N* 584/2011. Se trata del proyecto 
de ley relativo a la Ley Orgánica de la Judicatura y de la Organización de los Tribunales, por el que se 
modifican disposiciones de la Ley N* 15.750, de fecha 24 de junio de 1985. Cabe recordar que la 
iniciativa ha sido presentada por el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera decir dos cosas. En primer lugar, que debido a la cantidad de asuntos 
que están a estudio, recién ahora tomo contacto con el proyecto de ley del señor Senador Pasquet. En 
todo caso, creo que es un elemento que ayuda, pues empezamos a entender que tiene que ver con un 
aspecto global; después veremos si estamos de acuerdo o no. La transición, el Código del Proceso 
Penal y los fiscales son un todo, y a ello después cada uno agregará otros aspectos sobre los que 
posiblemente se sancionará en otro momento; cabe acotar que esto está siendo estudiado a nivel de 
bancada, pero propongo que nos tomemos quince días. A su vez, sería bueno que la Suprema Corte 
de Justicia, los Fiscales, el Poder Ejecutivo y la Comisión que trabajó en la materia, tomaran contacto 
con este proyecto de ley y nos dieran sus primeras impresiones. 


Por otro lado, solicito que se incorpore al orden del día el proyecto de ley que hoy el Frente 
Amplio presentó en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante todo, el señor Senador Michelini propone que el proyecto de ley 
presentado por el señor Senador Pasquet sea enviado a la Suprema Corte de Justicia y al Ministerio de 
Educación y Cultura. 


SEÑOR MICHELINI.- Sería conveniente que se enviara a la Comisión que lo consideró y a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que hay una confusión, porque hace un rato se hizo referencia al proyecto 
de ley que presenté para organizar el Ministerio Público y Fiscal, pero esto es otra cosa. Lo que está 
en el orden del día de hoy es el proyecto de ley que presenté sobre la imparcialidad de los jueces. Se 
trata de una propuesta breve y sencilla, que refiere especificamente a dar valor legal positivo e 
inequívoco a normas que, según una reciente decisión de la Suprema Corte de Justicia, tienen carácter 
ético pero no jurídico; me refiero a las normas que dicen que los jueces tienen que ser imparciales. A 
mi juicio, no es así, pero si la Suprema Corte de Justicia piensa otra cosa, creo que no estará de más 
una ley que establezca algo que es de sentido común o de Perogrullo, que es que los jueces deben ser 
imparciales. Si la Corte entiende que no hay una norma que lo exija, entonces sancionemos una y 
zanjemos una controversia que puede ser incomprensible. Ahora bien; el proyecto de ley que figura en 
el orden del día refiere exclusivamente a ese tema. 


En lo relativo al Ministerio Público y Fiscal, desde ya señalo que me parece bien que se 
comunique a la Corte, al Ministerio Público y al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿pedimos opinión a la Suprema Corte de Justicia respecto al 
proyecto de ley de la Ley Orgánica de la Judicatura y Organización de los Tribunales? 


SEÑOR PASQUET.- ¿Usted dice el que modifica la Ley Orgánica? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 
SEÑOR PASQUET.- Por mi parte, no tengo problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, pues, remitimos el proyecto de ley del Ministerio Público y Fiscal 
como Servicio Descentralizado, a la Suprema Corte de Justicia, a la Comisión y al Ministerio de 
Educación y Cultura. Es de suponer que el Ministerio lo enviará al Ministerio Público y Fiscal. 


SEÑOR MICHELINI.- Sería bueno decir que requerimos su opinión, la del Ministerio Público y Fiscal, y 
la de la Asociación de Magistrados del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agotado el orden del día, y a pedido del señor Senador Michelini, pasamos a 
considerar el proyecto de ley presentado en el día de hoy. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero referirme a dos aspectos: uno, de fondo y, el otro, procesal. 


En cuanto al aspecto de fondo hay una supuesta controversia, porque el 31 de octubre 
prescribirían los delitos cometidos en tiempos de la dictadura. Ahora bien; esa opinión no es 
considerada de recibo por varios de los aquí presentes, en la medida en que creemos que son delitos 
de lesa humanidad y, por lo tanto, no prescriptibles. Lo cierto es que, de no aprobarse una norma, se 
va a generar toda una discusión pública que terminaría fallando en tres o cuatro años; pero, además, 
les estaríamos dando a los familiares de las víctimas un castigo adicional en la medida en que algunos 
casos que podrían ser investigados, no lo serían debido a la controversia. Por eso, preferimos que ese 
tema sea zanjado antes del 31 de octubre. 


Todos sabemos que la Jurisprudencia ha determinado —pacíficamente— que hasta el 1? de 
marzo no corren los plazos para el impedido porque, como es natural, en tiempos de dictadura nadie 
podía presentarse a reclamar justicia. También sabemos que en alguna otra oportunidad la propia ley 
ha establecido que tales o cuales períodos no se contabilizan en los tiempos de la prescripción, y más 
de una vez el Parlamento ha determinado que tal o cual tiempo no se toma en cuenta para la 
prescripción. 


En definitiva, en el artículo 1 del proyecto de ley que presentamos se restablece la Pretensión 
Punitiva del Estado a los delitos cometidos en la aplicación del terrorismo de Estado al 1% de marzo de 
1985. 


En el segundo artículo decimos que no se computa el plazo procesal por el período 
comprendido entre la aprobación de la ley —-22 de diciembre de 1986-— y la vigencia de esta norma, 
para los delitos a los que refiere el artículo 1*. 


El tercer artículo declara a esos delitos, de lesa humanidad, en conformidad con los Tratados 
internacionales avalados por la República. 


Todo lo que he señalado refiere al fondo del proyecto de ley. 


Los aspectos procesales tal vez sean tan o más importantes que lo anterior, en la medida en 
que si la bancada de Gobierno quiere saldar el tema antes del 31 de octubre, la iniciativa debe estar 
votada en ambas Cámaras y promulgada por el Poder Ejecutivo antes de esa fecha. Si se tratara de 
una promulgación ficta, la norma podría ser promulgada más allá de esa fecha y se estaría generando 
una controversia adicional sobre qué sucede en esos días; en ese caso, tendríamos una doble 
discusión. 


Por lo tanto, tomamos la decisión de presentar la iniciativa en esta Cámara y desarrollar aquí 
las diferentes discusiones. Debemos trabajar a la velocidad de la luz; nuestra aspiración es que el 
Senado sea convocado el próximo lunes, en horas de la tarde, a los efectos de su aprobación. 
Inclusive, proponemos que de aquí a esa fecha se convoque a las personas que los miembros de esta 
Comisión —sobre todo de la oposición— deseen invitar para analizar el tema; en caso de ser necesario, 
podríamos trabajar los días sábado y domingo. 


¿Por qué proponemos realizar una sesión el día lunes? Porque el próximo martes se va a 
reunir la Cámara de Representantes por otro asunto y, en esa instancia, se podría dar entrada al tema. 
Luego se podría convocar otra sesión para el día miércoles o, a más tardar, el jueves, a efectos de 
aprobar la iniciativa y comunicarla al Poder Ejecutivo para su promulgación. De esa forma, estaríamos 
llegando al 27 o 28 de este mes. 


En síntesis, hacemos moción para que a partir de ahora, y hasta que se cite al Senado para 
tratar el proyecto de ley, la Comisión se reúna en régimen de sesión permanente e invite a quienes 
entienda pertinente consultar, a fin de luego expedirse. 


Ahora bien; independientemente de citar a los integrantes que cada uno proponga, creo que 
sería bueno que este proyecto de ley, con su exposición de motivos, fuese enviado a todos los que nos 
visitaron en oportunidad de tratarse otra iniciativa vinculada con esta temática, que después no tuvo 
andamiento en la Cámara de Representantes. De esta forma, podríamos ir allanando el camino a 
efectos de que aun las personas que no sean invitadas a la Comisión puedan darnos su opinión por 
escrito. 


SEÑOR LORIER.- A la luz de las fechas que ha manejado el señor Senador Michelini, queremos 
expresar que también tenemos la voluntad de sesionar mañana y pasado, o cuando se estime 
conveniente; la idea es poder escuchar las opiniones que tanto la oposición, como la bancada de 
Gobierno entiendan necesario conocer, para interpretar mejor este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, voy a hacer alguna referencia en relación al tema de la 
forma. 


Nuestro Partido recibió a una delegación del Frente Amplio —encabezada por su Presidente, 
el ingeniero Brovetto- que nos planteó no solamente un proyecto de ley, sino también un proyecto de 
declaración que, supuestamente, sería aprobado por la Asamblea General. Recibimos a la delegación, 
pues, destacando la cortesía de tomar una iniciativa de estas características, y nos comprometimos a 
dar una respuesta. Es así que el Directorio del Partido Nacional está citado para el próximo lunes, a 
efectos de tratar estos temas. 


En segundo término, me parece que la fecha del 31 de octubre, que se está manejando, no 
es correcta, y que dispondríamos de un plazo mayor que el que se plantea. ¿Por qué decimos esto? 
Porque el término de prescripción de este tipo de delitos es de 20 años. Un artículo del Código Penal 
establece que si quienes cometieron esas infracciones siguen manifestando peligrosidad —aspecto 
que hay que interpretar— ese plazo se extiende hasta un tercio más respecto del término original. 
Como sabemos, 20 años equivalen a 240 meses; por tanto, ese plazo se podría extender en 80 meses 
más. Si computamos todos esos meses a partir del 1% de marzo de 1985 —que, como bien dijo el señor 
Senador Michelini, es una fecha con respecto a la cual existe un consenso, en virtud de que ahí 
comienzan a correr efectivamente los plazos, porque al impedido con causa no le corre término— el 
plazo llegaría hasta fines de noviembre de este año; esto, claro está, si efectivamente se considera ese 
elemento relativo a la peligrosidad porque, de no ser así, los delitos ya estarían prescriptos. 


Me parece que aquí se está estableciendo una urgencia que no corresponde y que, además, 
es dañina para la buena gestión legislativa. Sin ningún ánimo peyorativo, pensamos que el proyecto 
de ley que la bancada de Gobierno trae a consideración, contiene algunos errores garrafales; ni que 
hablar de los errores de redacción que se observan en el artículo 3* pero, a su vez, según el artículo 1? 
parecería que se pretende que desde que somos una nación independiente, hasta la fecha, se 
restablecería la pretensión punitiva del Estado. No se sabe desde cuándo, pero el restablecimiento se 
extiende hasta el 1? de marzo de 1985. 


Quería dejar esta constancia porque ahora nos volvemos a adentrar en un problema por el 
que en más de una oportunidad hemos sufrido desde la oposición. Desde hace mucho tiempo se sabe 
que esos son los plazos —si es que efectivamente se aceptan los términos de prescripción y de no 
vigencia, según la forma en que se ha hablado- por lo que sinceramente pienso que los proyectos se 
podrían haber presentado mucho antes, en cuyo caso se habría trabajado con otra libertad, seriedad y 
asesoramiento. 


Ahora bien; las cosas son como son, pero de todas maneras me parece que esta advertencia 
corresponde porque cuando llegue el momento de discutir el proyecto en Sala volveremos sobre estos 
temas, seguramente con mayor profundidad. 


Sin perjuicio de lo expresado y dado que la bancada oficialista, que tiene mayoría, nos está 
anunciando que el próximo lunes no solamente habría sesión, sino que el proyecto sería aprobado, se 
me ocurre que esta Comisión podría sesionar el próximo jueves, a la hora que convengamos; a su vez, 
en el transcurso de las próximas horas los señores Senadores podrían acercar a la Mesa los nombres 
de las personas que creen conveniente consultar, para tener una opinión más definitiva sobre el 
proyecto de ley. Por nuestra parte, desde ya adelantamos que no vamos a pedir que se cite a siete o 
diez personas, pero sí, por lo menos, a un par de constitucionalistas. 


SEÑOR DA ROSA.- Complementando lo que plantea el señor Presidente, en la medida en que uno 
profundiza sobre este proyecto de ley y se remite a la cuestión sustancial —más allá de la formal- 

advierte que, evidentemente, plantea casi la misma materia o sustancia que discutimos cuando 
estudiamos el proyecto de ley de anulación de la Ley de Caducidad. Por lo tanto, me parece que los 
constitucionalistas que en aquel momento fueron convocados para dar su opinión, deberían ser 


llamados ahora, porque si bien el tema cuenta con algunos matices procesales diferentes, desde el 
punto de vista sustancial replantea la misma cuestión y sus aspectos centrales. 


De manera que, concretamente, mociono para que dichos juristas sean llamados en esta 
instancia, a fin de dar su punto de vista sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: a mi juicio, lo que se plantea en el artículo 1* del proyecto de 
ley a consideración, es la derogación tácita de la Ley de Caducidad. Más allá de la opinión política que 
eso nos merezca, está claro que desde el punto de vista jurídico, la derogación es distinta que la 
anulación. Por lo tanto, creo que desde la óptica jurídica, el problema central no está ahí, sino en los 
artículos 2* y 32 en cuanto modifican los plazos de prescripción o el carácter de prescriptible de ciertos 
delitos. Por ende, considero indispensable consultar con expertos en Derecho Penal y en Derecho 
Procesal Penal. En ese sentido, propongo que convoquemos al doctor Cairoli, como penalista, y al 
doctor Alejandro Abal como procesalista versado también en materia específicamente procesal penal. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo que la propuesta del señor Presidente consiste en reunirnos el próximo 
jueves a las dos o tres de la tarde; para esa instancia, cada integrante de la Comisión acercaría los 
nombres de aquellos asesores que podrían concurrir. A su vez, consultaríamos a quienes ya vinieron y, 
en caso de que no pudieran asistir, podríamos hacerles llegar las dudas por vía electrónica; digo esto 
porque tal vez no puedan venir o estén en el exterior y, de esa manera, rápidamente podrían dar un 
primer punto de vista, lo que siempre va a ser mejor que no tener nada. 


Si al final de la jornada del jueves entendemos necesario celebrar alguna otra reunión o 
consideramos pertinente la concurrencia de otro catedrático, aunque fuera el fin de semana, estamos 
dispuestos a hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, queda convocada la Comisión para el próximo jueves a las 14 y 
30 horas; en principio, estaríamos invitando a los doctores Cairoli, Abal, Aguirre y Risso. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16) 
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